

VOTO CONCURRENTE 
ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 66/2026 Y SUS ACUMULADAS 82/2026, 85/2026 Y 87/2026


V O T O    C O N C U R R E N T E

QUE FORMULA EL MINISTRO IRVING ESPINOSA BETANZO EN LA ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 66/2026 Y SUS ACUMULADAS 82/2026, 85/2026 Y 87/2026

En sesión de 28 de septiembre de 2026, el Tribunal Pleno declaró la invalidez del artículo 18, numeral 2, de la Ley de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Durango y del artículo transitorio quinto del Decreto 427, que obligaban a los partidos políticos a observar la alternancia de género en la postulación de la candidatura a la gubernatura. En la misma sesión sobreseímos en la acción promovida por el Partido Encuentro Solidario Durango y reconocimos la validez del artículo 32 Quáter, numeral 4, de esa ley, temas sobre los que no versa este voto. 

Si bien voté a favor de la invalidez y en contra de las consideraciones que la sostienen, particularmente las que sustentan la invalidez en la exclusión por razón de género de quienes no pueden ser postulados y en la restricción de su derecho a ser votados, con lo que examinan una medida de paridad como si discriminara a los hombres. Formulo este voto para explicar por qué la norma me parece inconstitucional por razones distintas.

La paridad en todo —y enfatizo, en todo— es un mandato constitucional. Desde la reforma de 6 de junio de 2019, el artículo 35, fracción II, reconoce el derecho de la ciudadanía a ser votada en condiciones de paridad para todos los cargos de elección popular, el artículo 41, base I, impone a los partidos observar ese principio en la postulación de sus candidaturas y el artículo cuarto transitorio de esa reforma vinculó a las legislaturas de las entidades federativas a realizar las adecuaciones necesarias para procurar su observancia. Se trata de un mandato generalizado, dirigido a todo el orden jurídico, que como principio irradia el sistema entero y alcanza —sin lugar a dudas— la elección de la gubernatura. En la acción de inconstitucionalidad 187/2023 y su acumulada 188/2023, sobre esta misma ley, reconocimos que el Congreso de Durango cuenta con atribuciones para regular la paridad en esa postulación, y no pierdo de vista que ninguna mujer ha ocupado la gubernatura de la entidad.

No obstante, que el mandato sea generalizado no implica que exista una sola forma de materializarlo. Para los órganos parlamentarios hemos adoptado un sistema de mitades en la postulación, reforzado con la alternancia de géneros en las listas de representación proporcional, que los artículos 53 y 56 constitucionales ordenan encabezar alternadamente entre mujeres y hombres en cada periodo electivo.

Sin embargo, de este diseño no se sigue necesariamente que exista un modelo único para todos los órganos, ni que las legislaturas queden a salvo de adoptar diseños inconstitucionales cuando eligen el suyo. En esto quiero ser sumamente enfático, porque parte de la discusión que tuvo lugar en el Tribunal Pleno —y que defendió la minoría— parece partir de la idea de que sólo hay un modelo posible para regular la paridad en todo, de que ese modelo es el que adoptó Durango y de que, al invalidarlo, estamos desoyendo un principio de la Constitución. Esa inferencia es falaz, porque el Poder Reformador enunció la paridad como principio y no como regla, lo que implica que las legislaturas conservan margen de interpretación para diseñar modelos distintos, esto es, la pregunta de si esos modelos pueden exceder otros principios de la Constitución sigue completamente abierta.

Siendo así, la pregunta que teníamos enfrente no era si la paridad aplica a la gubernatura de Durango, sino si el modelo que eligió el legislador duranguense está dentro de los límites de su margen de configuración, sobre todo porque el diseño que adopte tiene que respetar, además del principio de paridad, los demás principios que la Constitución reconoce con el mismo rango.

Mi respuesta es que el legislador adoptó un modelo que sin duda podría ser eficaz para cumplir con el principio de paridad, pero dejó de lado otros principios de igual jerarquía, en particular el modelo de Estado representativo del artículo 40 constitucional.

El principio representativo acompaña nuestra historia constitucional desde sus primeros documentos políticos fundacionales. El Decreto Constitucional para la Libertad de la América Mexicana, sancionado en Apatzingán el 22 de octubre de 1814, dispuso en su artículo 5° que la soberanía reside originariamente en el pueblo y que su ejercicio corresponde a la representación nacional compuesta de diputados elegidos por los ciudadanos, la Constitución de 1824 adoptó en su artículo 4° la forma de república representativa popular federal, fórmula que conservaron las Bases para la nueva Constitución de 23 de octubre de 1835 en su artículo 3° y las Bases de Organización Política de 12 de junio de 1843 en su artículo 1°, y el artículo 40 de la Constitución de 1857 declaró la voluntad del pueblo mexicano de constituirse en una república representativa democrática federal, de donde proviene el texto que hasta nuestros días se mantiene —en lo conducente— en la Constitución de 1917. Ese principio se realiza en cada elección, cuando la ciudadanía escoge entre las opciones que tiene enfrente y decide si confirma o remueve a quien gobierna.

La representación es un principio que quizá pocas veces se ha visto en tensión con otros, porque la representación, la democracia y el republicanismo parten todos de la misma idea, que en México el pueblo tiene el poder de elegir a sus representantes y de removerlos por medio del voto, conforme al artículo 39, que le reserva en todo tiempo el derecho de alterar o modificar la forma de su gobierno.

A esto se suman los derechos de la ciudadanía del artículo 35, votar y ser votada, que forman parte del núcleo duro de nuestra democracia constitucional. El autogobierno implica un estado de vida permanente, en el que la ciudadanía ausculta constantemente la labor de sus representantes para calificarlos en la siguiente elección, de manera que esos derechos se oponen a la idea de que la democracia consiste en acudir a las urnas una vez cada tres años. Al resolver la acción de inconstitucionalidad 55/2024 sostuvimos que existe todo un entramado de derechos que tienen como fin último la formación de la opinión pública y el ejercicio pleno y libre del voto, y que sirve de manera permanente para llamar a cuentas a los representantes y sustituirlos por las vías institucionales que el gobierno republicano prevé. Una regla que decide de antemano quién puede ser postulado toca ese entramado.

Tenemos, entonces, a una legislatura que en atención al principio de paridad limita quién puede ser candidato, y a partidos que proyectan su agravio sobre su autoorganización. Ese valor es importante, porque los partidos son los salvoconductos de la democracia, y su fiscalización y la transparencia de sus programas e ideas son un bien público. No obstante, la regla de alternancia que estableció la legislatura no se detiene en los partidos, se proyecta también hacia la ciudadanía.

¿En dónde encuentro la inconstitucionalidad? En que el modelo específico que el legislador utilizó para cumplir con el principio de paridad afecta de manera desproporcionada el principio representativo en los cargos unipersonales. Me explico.

En los órganos colegiados la paridad se materializa en la distribución de muchos espacios, y por eso la alternancia opera ahí sin cancelar la oferta política. Un congreso se integra con legisladores de mayoría relativa y de representación proporcional, de modo que una parte del voto de la ciudadanía se dirige a la persona y otra a una forma distinta de representación, sobre todo cuando las listas son cerradas y quien vota respalda un programa antes que un nombre.

En un cargo unipersonal no sucede así. El voto se forma por razones tan variadas como votantes hay, y no podemos ignorar que muchas de esas candidaturas provienen de liderazgos sociales y políticos construidos durante mucho tiempo, cuya formación —al menos desde mi perspectiva— no puede, en todos los escenarios imaginables, atarse al derecho. El derecho y la política corren ahí por vías distintas, y no nos corresponde limitar la formación de liderazgos, de liderazgos de oposición o de opinión que surgen ante coyunturas muy específicas en el tiempo. El levantamiento zapatista, un feminicidio o una matanza como la de Acteal son acontecimientos de impacto social de los que nacen liderazgos naturales, sin que el derecho tenga control de en qué momento surgirán.

Así, la regla de alternancia puede implicar que la ciudadanía tenga que esperar para ser representada como lo desea. Cuando un liderazgo social se levanta ante una coyuntura política relevante para quienes la viven, la regla puede impedir que la ciudadanía responda con rapidez al cambio que estima necesario, porque es el calendario el que decide quién puede presentarse. No le habríamos pedido a Madero que esperara un periodo más para enfrentar la reelección de Porfirio Díaz, cuando su liderazgo se formó al calor de esa coyuntura y en ella tenía que presentarse, ni le habríamos pedido a Rosario Ibarra de Piedra, que llevó a la elección de 1982 la causa de las personas desaparecidas que la movió desde la desaparición de su hijo, que aguardara otro periodo porque el calendario asignaba esa candidatura a un hombre.

La representación política de nuestro país tiene garantías orgánicas para que el pueblo no tenga que esperar a ser representado como quiere, y la más evidente es la periodicidad de las elecciones. Los cargos unipersonales que tenemos son las presidencias municipales, las gubernaturas y la Presidencia de la República, y sus periodos son breves por una razón. El artículo 116, fracción I, de la Constitución Federal dispone que quien ocupe una gubernatura no durará en el encargo más de seis años, que no podrá volver a ocuparla en ningún caso y por ningún motivo y que su mandato puede ser revocado, el artículo 83 fija en seis años el encargo del Presidente de la República y le prohíbe volver a desempeñarlo, y el artículo 115, fracción I, prohíbe la elección consecutiva en las presidencias municipales, que en la generalidad de las entidades se renuevan cada tres años.

El periodo es lo suficientemente largo para que se establezca un gobierno electo con ciertas ideas y principios, y lo suficientemente corto para que la ciudadanía reaccione a los cambios que estime necesarios, de modo que si la regla de alternancia impide a un líder o a una lideresa hacer frente a un gobernante que no está cumpliendo con el mandato que recibió de la ciudadanía, la posibilidad de representación se difumina, porque la elección siguiente llega con el género ya decidido y sin la persona que la coyuntura colocó al frente.

A lo anterior se suma que un modelo de esta clase establece en la práctica elecciones de mujeres contra mujeres y de hombres contra hombres, con una división artificial de los temas que se debaten, y genera dinámicas en las que los incentivos para criticar a quien gobierna desaparecen para quien no pertenece al género que corresponde postular en el periodo siguiente. La dinámica democrática de rendición de cuentas y de crítica al gobierno, conforme a la cual se llega al poder y se producen los cambios de gobierno en nuestra historia política, quedaría rota.

Entonces, lo que está en juego son las opciones de las que dispone la ciudadanía, más que la autoorganización de los partidos. La regla fija —por el solo transcurso del calendario electoral— el género de la única candidatura que cada partido puede presentar, y de esa manera reduce de antemano el conjunto de personas que la ciudadanía podrá evaluar, elegir y remover.

Aquí llego al punto. Como buenos principios constitucionales, la paridad y la representación en algunos casos llegan a colisionar, y el control abstracto me permite advertirlo en un ejemplo práctico como el que tenemos enfrente. Conviene distinguir, sin embargo, dos tipos de colisiones distintas.

La primera es la que plantea la objeción sexista, conforme a la cual entre el género y la preparación hay que quedarse con quien esté mejor preparado, desde el prejuicio de que una mujer no será igual de apta que un hombre. Esa objeción supone además algo que no es necesariamente cierto, que la gente vota solo por cualidades técnicas. La pericia es una de las razones que el electorado puede valorar, pero no es la única, y la sociología lo describió hace más de un siglo, cuando Max Weber explicó que la autoridad política puede sostenerse en la costumbre, en la ley o en la confianza que despiertan las cualidades personales de quien la ejerce; a esto último lo llamó carisma[footnoteRef:1]. Planteada en estos términos la colisión es un falso dilema; la paridad no compite con el mérito, y si se aceptara en esos términos cualquier medida de paridad tendría que ceder siempre, que es precisamente al punto a donde quieren llevarnos quienes plantean esta objeción. Eso no es lo que sostengo, ni es la preocupación que identifico en este asunto. [1:  Max Weber, El político y el científico, trad. Martha Johannsen Rojas, México, Colofón, 2008.] 


Mi tema son los liderazgos espontáneos, y ahí la colisión sí se presenta, porque cuando un liderazgo surge de la sociedad y la regla cierra la candidatura por el género que el calendario asignó a ese periodo, la paridad queda enfrentada a la representación, y me parece poco razonable detener ese liderazgo para que se presente ante la ciudadanía cuando es la propia ciudadanía la que contribuye a crearlo.

Podría objetarse que la paridad no debe ceder ni siquiera entonces, porque de otro modo cualquier coyuntura serviría para postergar el acceso de las mujeres a la gubernatura, sobre todo en una entidad que nunca ha tenido gobernadora. Pero esa objeción supone una jerarquía que no se desprende de la Constitución, y en la acción de inconstitucionalidad 187/2023 sostuvimos que la paridad es un mandato de optimización que debe observarse en la medida de lo posible y, por tanto, en armonía con los demás principios constitucionales.

El Congreso no explicó por qué esa era la medida idónea, pues solo su exposición de motivos se limitó a invocar el compromiso del Estado con la igualdad efectiva entre mujeres y hombres.

Por estas razones voté a favor de la invalidez del artículo 18, numeral 2, y del artículo transitorio quinto del Decreto 427, que sigue la suerte de la norma cuyo desarrollo regula, y formulo el presente voto concurrente.
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